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I- Introducción
Los importantes avances tecnológicos acaecidos desde las últimas décadas del siglo veinte han revolucionado  en sobremanera las distintas  áreas de las ciencias económicas y sociales,  y muy especialmente el campo de las comunicaciones donde la red informática  se ha desarrollado de manera exponencial posibilitando el fenómeno de la globalización.

El crecimiento de las redes informáticas, fruto de éstos  constantes progresos,   ha  transformado el comercio y la economía,   y como no podía ser de otro modo las entidades bancarias —como parte activa  de la economía— no resultan ajenas a esta dinámica  de  desarrollo de nuevas técnicas, donde  el  uso de cajeros automáticos,  el “dinero plástico”,  la banca electrónica y la banca en Internet
 son utilizados  a escala cada vez mayor por todo tipo de personas y  no solamente  por  quienes se dedican a la actividad comercial y o empresarial. 
El acceso masivo a este universo tecnológico en permanente crecimiento trajo aparejado un nuevo esquema de contratación,  entre  las entidades financieras y el ciudadano común,  que determinó la aparición de variadas controversias directamente relacionadas con la aplicación de estas modernas tecnologías,  y que  tanto jueces como doctrinarios se vieron obligados  a resolver. Así  temas como las emisión errónea de tarjetas de crédito,  la inclusión indebida como deudor moroso en una base de datos o   la persistencia en bases de datos más allá del tiempo estipulado en  ley de habeas data
,  la privación de uso al titular de una tarjeta de crédito, el mal funcionamiento de cajeros automáticos,  los cargos erróneos en tarjetas de débito o crédito, etc.  devinieron en constante objeto de conflictos que exigieron  esbozar los lineamientos de la responsabilidad poniendo el foco en las características de la actividad desarrollada por los bancos y la evidente asimetría  existente  entre las partes contratantes en la búsqueda de un equilibrio que por un lado,  morigere  la superioridad que poseen las entidades financieras —tanto en el aspecto económico como técnico —  y por el otro,  acentúe sus responsabilidades  en base a la profesionalidad que detentan.
II- Caracterización de la responsabilidad bancaria  

1.- La actividad bancaria

Para referirse a la responsabilidad bancaria se hace necesario tener presente la importancia y gran repercusión que tiene la actividad que desarrollan las entidades  financieras en la economía  y en la sociedad; al estar  facultadas para la captación de fondos públicos y  consistir su objeto en  la intermediación entre la oferta y la demanda de recursos financieros su trascendencia  es enorme;  y es justamente por  la envergadura de su actividad  que  tanto su constitución como su funcionamiento están  sujetos a una rigurosa  y exhaustiva regulación. En nuestro país esta normativa surge tanto de la ley 21.526
 como de las directivas del Banco Central de la República Argentina que es  el encargado de su fiscalización.
Lo  dicho  hasta aquí permite  que  se vayan perfilando las notas que caracterizarán  la responsabilidad de las entidades bancarias  en función de su gravitación en el área económica  y en procura  de mantener la estabilidad y seguridad  de las  relaciones establecidas con los diversos contratantes, cualesquiera sea el sector de donde provengan —personas jurídicas, empresarios individuales, consumidores —,  pero destacando que “ […] se plantea con especial énfasis en las relaciones entre el banco y sus 
clientes individuos, catalogadas como relaciones de consumo…”
 donde los mayores conocimientos técnicos y profesionalidad  resultan evidentes y fuera de toda discusión.
Se trata,  en definitiva,  de una responsabilidad que se presenta más rigurosa y exigente producto de la alta especialización y superioridad técnico-económica de los bancos. 
Para tener una acaba visión del tema baste tener presente que para un sector de la doctrina  la actividad financiera  es calificada como  servicio público; así Marienhoff  explica que se trata de un  servicio público  y que revestirá la calidad de propio o impropio dependiendo de la naturaleza pública o privada de la entidad que desarrolle la actividad.
  Por su parte Labanca (1967) concluye que se trata de un servicio público impropio, en tanto  Villegas (1978) la juzga como  servicio público  propio.  En cambio,  para otros autores  la actividad bancaria no es un servicio público sino que reviste interés público; así lo sostienen  Fargosi (1978,1980) y  Benélbaz (1983, 1995) entre otros. 
Por su lado los jueces tampoco coincidieron al ponderar la naturaleza de la actividad bancaria y adhirieron a las corrientes  apuntadas, por eso  algunos fallos se orientaron  a catalogarla como un servicio público, así por ejemplo en  los autos “Glasberg, Esther c/BBVA Banco Francés s/ordinario”
 se señaló  a la actividad bancaria como “[…]un servicio público impropio, prestado en el marco de una autorización estatal restringida”; en igual sentido otros fallos afirmaron que  “Este obrar negligente es atribuíble al demandado por los principios generales de las obligaciones […] y que en las circunstancias de hecho del caso se encuentran acentuados por el carácter profesional de la actuación de aquél como servicio público impropio…”
.  Por su parte la Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones del fuero contencioso administrativo federal  estimó que la actividad bancaria “reviste el carácter de un servicio público de los denominados “propios” que el Estado presta de manera indistinta ya sea directamente o bien a través de entidades particulares en quienes,  […] delega atribuciones que se ha reservado jurídicamente…”
.
A su vez,  la postura contraria fue  adoptada en numerosos fallos que interpretaron que la actividad bancaria  no tiene carácter de servicio público, sino que corresponde a la categoría de “[…]actividades  individuales de interés público, …”
. 
Es oportuno señalar que en los paises de la Comunidad Económica Europea  y como  fruto de las pautas establecidas en la Directiva 780/77
  la actividad bancaria reviste carácter empresarial y  por lo tanto diferenciada  de la noción de servicio público tal como lo resalta Benelbaz(1995) . 

Por último cabe tener presente que en nuestro marco normativo y  conforme lo dispuesto en el decreto 1606/2001,  los sistemas de pago por medios electrónicos constituyen servicios públicos.
 
2.- La buena fe y el deber de no dañar
La buena fe como principio general del derecho conforme lo expresa Lorenzetti (2014) “[…] funciona como un  control de la sociabilidad en el ejercicio de los derechos subjetivos.” Alterini, Ameal y Lopez Cabana (1975)  señalan que tiene un profundo contenido ético en la medida que exige honrar la palabra empeñada y es la expresión propia de un accionar correcto en la convivencia social.  Por su parte,  Larroza (1993) citando al jurista italiano Emilio Betti  agrega   que al hablar de buena fe se está aludiendo a: 

un concepto y  a un criterio valorativo que no está forjado por el derecho, sino que el derecho lo asume y recibe de la conciencia social, de la conciencia ética de la sociedad para la que está llamado a valer (pág.242).
La  buena fe en sentido amplio equivale al género y es comprensiva de  dos  especies: la buena fe subjetiva o creencia  y la buena fe objetiva o lealtad/probidad. La primera de ellas se refiere precisamente a la creencia  o confianza  de que se está actuando conforme a derecho y por lo tanto existe una total  ignorancia de la antijuricidad  del comportamiento, es decir,  como  apunta Mosset Iturraspe (1997) que la persona ignora que su proceder  está generando un perjuicio a otro; y esta situación acontece  precisamente porque la persona tiene la creencia de que posee legítimamente un derecho.

Por su parte,  la buena buena fe objetiva o  lealtad/probidad hace referencia a la conducta o proceder del sujeto que debe estar enmarcada dentro de los parámetros de lealtad y honestidad,  y observarse durante todo el íter negocial. Es decir que se trata de un  modelo de conducta  a seguir.

Siguiendo las apreciaciones de Larroza sobre el tema (1993, 2:239-243),  puede decirse que la buena fe presenta una doble faz — una negativa y otra positiva—  : por un lado  como cortapisa para  evitar  una actitud deshonesta y por el otro como demanda de un accionar cooperativo y diligente;   para finalizar sus conceptos Larroza  reproduce una cita de Emilio Betti quien  al hablar de la buena fe la conceptualizaba como “una exigencia ético social,  que es  a la vez de respeto a la personalidad ajena y de colaboración con los demás”.(2:242)
A nivel internacional,  es interesante destacar que los principios  redactados por el Instituto Internacional para la Unificación del Derecho Privado (UNIDROIT),
  disponen imperativamente un actuar de acuerdo con la buena fe (art. 1.7), en todo  el trayecto negocial.
 
Esta exigencia  de actuar  honradamente se relaciona a su vez con  el deber de no dañar,   principio  que nos ha legado el derecho romano
 y  que como bien lo explica Alterini (1975) “[…] rige con independencia de cualquier estipulación al respecto, por la mera convivencia social;” (p. 164),  y es que  justamente  esta regla de conducta solo puede tener virtualidad en la medida que exista  otro a quien  respetar y no infligirle un daño; de ahí que cuando  no es acatada  nace la obligación de reparar el daño causado.
Es  interesante destacar el reconocimiento de la jerarquía constitucional del principio   de “no dañar” realizado por la Corte Suprema de la Nación  al dictaminar —en un mismo día, 5 de agosto de 1986— en las causas “Santa Coloma”
 y “Gunther”.
  
En autos Santa Coloma  y  haciendo referencia a  la sentencia apelada los miembros del Alto Tribunal  señalaron  que: 

lesiona el principio del alterum non laedere que tiene raíz institucional (art. 19 de la Ley Fundamental) y ofende el sentido de justicia de la sociedad, cuya vigencia debe ser afianzada por el Tribunal, dentro del marco de sus atribuciones y en consonancia con lo consagrado en el preámbulo de la Carta Magna. 

(Considerando 7º).

En los autos Gunther  a su vez,  en el considerando 14), destacaron que: 

Los artículos 1109 y 1113 del Cód. Civil consagran al principio general establecido en el art. 19 CN que prohibe a los hombres perjudicar los derechos de un tercero. El principio alterum non laedere, entrañablemente vinculado a la idea de reparación tiene raíz constitucional y la reglamentación que hace el Código Civil en cuanto a las personas y las responsabilidades consecuentes no las arraiga con carácter exclusivo y excluyente en el derecho privado, sino que expresa un principio general que regula cualquier disciplina jurídica.
El Dr. Pizzarro al referirse a la trascendencia  del reconocimiento del carácter constitucional  del   principio  de no dañar, en su artículo “Modernas fronteras de la responsabilidad civil”
,  sostiene que:  “A través del artículo 19, la Corte perfila y complementa racionalmente las bases del derecho a no ser dañado y a obtener una justa y plena reparación.”
Cómo es fácil advertir, en lo que respecta a la actividad bancaria tanto el principio de la buena fe como el de no dañar,  conforman una directriz a seguir por las entidades  financieras,  de la cual derivan diversas obligaciones sea explícita o implícitamente
,  y considerando la gravitación que tiene el tema resulta lógico que los propios  bancos hayan elaborado un código de buenas prácticas para  “[…]promover las mejores prácticas bancarias en el país y con el fin de contribuir a afianzar los derechos de los usuarios de servicios y productos financieros.”

 Puede decirse entonces,   que los lineamientos apuntados  convergen  en la generación de una responsabilidad distinta a la  que recae sobre el empresario  común, una responsabilidad que se presenta con mayor rigor, es decir una responsabilidad agravada.
3.- La responsabilidad agravada
El agravamiento de la responsabilidad no es ni más ni menos que el resultado de considerar  el grado de profesionalismo y especificidad que detentan  las entidades bancarias. Tal y como se mencionara en el punto 1, dado que se  encuentran  autorizadas para la captación de fondos públicos y  la intermediación entre la oferta y la demanda de recursos financieros,  su actividad requiere una permanente especialización como lo apunta Camerini (2013). Esta profesionalidad del quehacer bancario se justifica en la medida que el campo de actuación donde se desenvuelve su  actividad financiera exige un alto grado de profesionalidad dado que al captar y manejar el  ahorro público deben maximizar los cuidados a fin de evitar  su pérdida o disminución; tampoco puede soslayarse la enorme repercusión que el manejo y comportamiento  negocial  (sea positivo o negativo)  tiene en la dinámica económica y política de un país (Arduino, 2013).
Un factor muy importante a atener en cuenta es que el grado de desarrollo y el crecimiento mismo del negocio bancario  está fuertemente relacionado con la confianza  de los clientes. Sobre el particular  explica Rezzónico que la confianza,  como principio de contenido ético, impone a los operadores un inexcusable deber de honrar las expectativas; y claro está que el grado de confiabilidad de la clientela será entonces uno de los determinantes del  prestigio de la institución..  Ovbiamente, esa confianza dependerá del cumplimiento de las “buenas prácticas bancarias” antes mencionadas y de la  “buena gestión  que hagan sus directivos “ como resalta Camerini, quien  además pone de relieve que la complejidad  y múltiples facetas que presenta  esta actividad  hacen que sea reputada  como una  “profesión calificada”(Camerini 2013:72).
Conforme lo sostiene Eduardo Barreira Delfino (2005),  la profesionalidad  de las entidades bancarias deriva del mayor grado de complejidad técnica ya sea del producto o servicio objeto de la contratación,  de su encuadre jurídico y de la necesidad de un adecuado conocimiento de los diferentes mercados financieros.  En coincidencia con esta apreciación  Kabas de Martorell (2006) resalta que una entidad bancaria es un comerciante profesional especializado que posee conocimientos técnicos que marcan un grado de superioridad respecto de sus clientes.


Es justamente  ese carácter de “profesión calificada”  el que determina el agravamiento de su responsabilidad, carácter que ha sido ampliamente reconocido tanto doctrinaria  como jurisprudencialmente.
 

En otras palabras,  la “profesión calificada” que  desarrollan los bancos  determina  el  “carácter profesional de su responsabilidad” 

III- Del Código de Velez  hasta el actual  Código Civil y Comercial 
1.- El código de Velez y  su reforma
La ausencia de una  normativa especial para regular la responsabilidad de las entidades bancarias,  determinó que ante la presencia de conflictos se recurriera a la  aplicación del derecho común. Como se expresara anteriormente,  en virtud del tipo de actividad desempeñada  por los bancos y el grado de desigualdad — producto de su superioridad técnica y económica— presente en muchas de sus contrataciones,  aunque no en todas,  hace necesario  dirigir la mirada  a las partes vinculadas por esa relación negocial  para verificar la existencia de esa asimetría y así entonces delimitar cabalmente  las responsabilidades y darles el encuadre jurídico correcto.

Atento la mencionada ausencia de una legislación  especial para la materia, frente a los diferentes conflictos planteados  con los bancos,  su responsabilidad —sea contractual o extracontractual—  se dilucidaba en base a los arts. 506,  511, 512, 519, 1067, 1068, 1083, 1109, 1113 y concordantes.  

Ahora bien,  hay que tener en consideración que  Velez no redactó ninguna norma relativa a la  interpretación de los contratos
 por cuanto consideraba que   no era propio de un cuerpo normativo incorporar nociones de tipo exhortativo por ser éstas amplias e imprecisas (Mosset Iturraspe, 1997, 261) .
Sin embargo,  en la Sección Segunda  del Libro Segundo, en el Título I,  “De los Hechos”  establecía una relación de mayor responsabilidad  en la medida que el obrar exigiera un grado superior de  cuidado o competencia. Así, el art. 902 disponía:  “Cuanto mayor sea el deber de obrar con prudencia y pleno conocimiento de las cosas, mayor será la obligación que resulte de las consecuencias posibles de los hechos”. 
Fue recién  con la reforma introducida por la Ley 17.711 que se incorporó el principio de la buena fe  al tema de los contratos, al darle un nuevo texto al artículo 1198
 
Queda fuera de toda duda entonces que en la medida que  se detentan  mayores conocimientos , tales como los que poseen las instituciones bancarias, y frente a casos concretos  donde se observa la inequivalencia de las partes, —consumidor, pequeño empresario—  la exigencia del cumplimiento de actuar con buena fe y diligencia  será superior. Como bien lo plantea Drucaroff Aguiar (2009): 
[…]entre el cliente individual de mínima relación con la entidad y una gran empresa multinacional, se plantean infinidad de situaciones diferentes que determinan la mayor o menor equivalencia de las partes. Tales circunstancias deben ser expresa y puntualmente meritadas para arribar a la justa solución de cada controversia[…] (punto.3..2, párrafo 6)
Es decir  que el carácter profesional resulta un factor de suma importancia   para ponderar  el comportamiento de la institución bancaria y determinar el grado de su responsabilidad.
2.- El Código Civil y Comercial
Con la sanción de la Ley 26.994 el 1º de octubre de 2014,  se introdujeron algunos cambios de suma importancia en orden a la determinación de la responsabilidad que inciden directamente sobre la responsabilidad de las instituciones bancarias.. 
En primer lugar es necesario destacar que,  a diferencia de la codificación anterior,  el nuevo código en el Capítulo 3 del  Título  Prelimimar , al referirse  al  “Ejercicio de los Derechos”,  incorpora  como principio general  a la  “buena fe”(art.9)
 ; y precisamente  el lugar de su ubicación dentro del código implica otorgarle un lugar de preeminencia en todo el derecho privado.   Además junto con los artículos siguientes referidos  al “abuso del derecho” (art.10) y al “abuso de posición dominante” (art.11)  conforman , más allá del mandato normativo que contienen,  una pauta de interpretación hábil  a tener en cuenta por los jueces para orientar sus decisiones.
El tratamiento  de éstos temas — buena fe, abuso del derecho  y abuso de posición dominante — en el Título Preliminar reafirma la voluntad legislativa de elevarlos al rango de reglas generales del derecho positivo argentino y como guía interpretativa para valorar  la conducta desplegada por las personas, sean humanas o jurídicas. Por lo tanto la conducta de la empresa bancaria  deberá ceñirse a tales reglas, so pena de incurrir en responsabilidad.
En segundo lugar, hay que resaltar que en la nueva codificación se regula expresamente  el principio “alterum non laedere” (no dañar a otro)  al cual la Corte Suprema  había reconocido carácter constitucional.
En efecto, el nuevo código en la Sección 2º del Capítulo 1 (sobre responsabilidad civil), del Título V(otras fuentes de las obligaciones) correspondiente al Libro Tercero, (referido a los derechos personales)  legisla sobre “Función Preventiva y Punición Excesiva”  y establece en el art. 1710 el “deber de prevención del daño” que es la consagración normativa del “alterum non laedere” . La disposición establece que: 

toda  persona tiene el deber, en cuanto de ella dependa, de:

a) evitar causar un daño no justificado;

b) adoptar, de buena fe y conforme a las circunstancias, las medidas razonables para evitar que se produzca un daño, o disminuir su magnitud; si tales medidas evitan o disminuyen la magnitud de un daño del cual un tercero sería responsable, tiene derecho a que éste le reembolse el valor de los gastos en que incurrió, conforme a las reglas del enriquecimiento sin causa;

c) no agravar el daño, si ya se produjo.
Como puede apreciarse la norma  se dirige a “toda persona”  sin hacer ningún tipo de distinción entre persona humana y persona jurídica, por consiguiente es perfectamente aplicable a las instituciones bancarias. Asimismo  el artículo  fija dos parámetros — buena fe y  razonabilidad— para analizar las circunstancias de cada caso en particular. Claro está  que  ambos conceptos  serán  sin duda mayormente exigidos a quienes tengan una profesión calificada como los bancos.
En tercer lugar,  el art.1723 CCC
 dispone que en el caso de las obligaciones de resultado  la responsabilidad que derive de ellas será “objetiva”, siendo evidente que hay un agravamiento de la responsabilidad  para los bancos;  situaciones que antes no comprometían en mayor grado  la actitud desplegada por la estas instituciones de ahora en más si lo implicarán. Es que la calificación de “objetiva “ de la responsabilidad derivada de las obligaciones de resultado viene a resolver  una  discusión  instalada desde hace muchos años,  ya que ahora queda claro que en este tipo de obligaciones para eximirse  no se podrá alegar  sobre las cualidades del accionar de la empresa financiera, porque  si no se cumplió el resultado comprometido son irrelevantes las pruebas tendientes a demostrar que se actuó diligentemente  dado que la norma desecha los factores subjetivos de atribución de responsabilidad. Un claro ejemplo de obligación de resultado  de la empresa bancaria es la custodia del dinero ingresado por su cliente en la caja de ahorros, por ende si el banco omitió constatar la identidad de la persona que efectuó los retiros,  su responsabilidad será de carácter objetivo
.
En cuarto lugar,  el art. 1724
,  también introduce cambios importantes en lo atinente a la responsabilidad, en la medida  que para merituar el accionar doloso es suficiente una “manifiesta indiferencia por los intereses ajenos.”(art. 1724 in fine del CCC)
; es decir que no se requiere  que la acción se ejecute  para causar un daño, ya que  conforme el texto legal en vigencia si el agente “desdeña el perjuicio que puede ocasionar”( Picasso y Saénz, 2015)  resultará responsable.  Al quedar incluido dentro del concepto de dolo el “dolo eventual”,  que en el código de Velez se encontraba excluido,  será más factible conceptualizar  su accionar como circunscripto en dolo obligacional.

Finalmente el art. 1725
 se refiere a la “valoración de la conducta”  y la primer parte de la norma  resulta muy similar al viejo 902 del CC.  Es decir  que se trata de una proporción directa,  a mayor conocimiento o profesionalidad  mayores serán las exigencias  del cumplimiento de los  principios generales  que surgen de los arts. 9, 10 y 11,  y consecuentemente  la responsabilidad será mayor.

 En definitiva, la nueva  codificación  ha  reforzado las nociones sobre responsabilidad aplicables a las negociaciones bancarias,  otorgándole al juzgador normas más precisas para evaluar  en cada caso concreto el desempeño  de estas  empresas;   consecuentemente  los bancos deberán observar un mayor cuidado y diligencia  en cada una de sus contrataciones en la medida que su condición — de profesionales calificados—  los responsabiliza  de modo especial.  
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—Villegas, Carlos G.,  "Régimen legal de Bancos" . Buenos Aires - Editorial Depalma – 1978 – 181-183.
� Se diferencian  los conceptos de  “banca electrónica “ y “banca por Internet” siguiendo  las explicaciones del profesor de la Facultad de Ciencias Económicas y Empresariales de Granada,  Francisco Muñoz Leiva  quien en su libro  “Marketing Financiero” publicado en 2011 por Editorial Copicentro,  destaca que es útil aclarar el significado de cada vocablo y  señala: “La banca electrónica  o e-banking hace referencia al tipo de banca que se realiza por medios electrónicos como puede ser cajeros electrónicos, teléfono y otras redes de comunicación. Tradicionalmente, este término ha sido atribuido a la banca por Internet o banca online, […]lo consideran como un constructo de orden superior que supone varios canales que incluyen también la banca telefónica, la banca por teléfono móvil (basada en tecnología Wireless Application Protocol –WAP– que traslada Internet al teléfono móvil) y la basada en televisión interactiva (iNet-television). La banca por Internet “comprende las herramientas que ofrece una entidad para que sus clientes hagan sus operaciones bancarias a través de la computadora utilizando su conexión a Internet. […]es  “un nuevo tipo de sistema de información que usa los recursos novedosos de Internet y la World Wide Web (WWW) para permitir a los consumidores efectuar operaciones financieras en el espacio virtual. La banca virtual o sin presencia física. Es aquella  banca “que opera con independencia del lugar físico donde tiene las instalaciones” […]Algunos Autores (ej Castello, 2007:286) consideran este un caso particular del anterior en el que una entidad que no posee sucursales físicas  oferta sus servicios bancarios únicamente por la Red.” (pag.142)





� Ley 25.326, de Protección de los Datos Personales, sancionada el 4 de Octubre de 2000, que recepta el denominado “derecho al olvido”. Este derecho encuentra su acogida en el art. 26, inc 4º de la ley  que prescribe:”…Sólo se podrán archivar, registrar o ceder los datos personales que sean significativos para evaluar la solvencia económico-financiera de los afectados durante los últimos cinco años. Dicho plazo se reducirá a dos años cuando el deudor cancele o de otro modo extinga la obligación, debiéndose hace constar dicho hecho.” Por su parte el decreto  nº 1.558/81 – reglamentario del “habeas data”  -    en el art. 26, dispone: “Para apreciar la solvencia económico-financiera de una persona, conforme lo establecido en el artículo 26, inciso 4, de la Ley N 25.326, se tendrá en cuenta toda la información disponible desde el nacimiento de cada obligación hasta su extinción. En el cómputo de CINCO (5) años, éstos se contarán a partir de la fecha de la última información adversa archivada que revele que dicha deuda era exigible. Si el deudor acredita que la última información disponible coincide con la extinción de la deuda, el plazo se reducirá a DOS (2) años. 








� La Ley nº 21.526, sancionada el  14 de febrero de 1977, conocida como ley de Entidades Financieras es la encargada de regular la actividad desarrollada por todas  aquellas personas y entidades (sean públicas, privadas o mixtas) que se dediquen habitualmente a la intermediación entre la oferta y demanda de recursos financieros. A lo largo de su vigencia fue objeto de varias modificaciones por diversas leyes y decretos; así la � HYPERLINK "http://www.infoleg.gob.ar/scripts1/busquedas/cnsnorma.asp?tipo=Ley&nro=24144" �Ley Nº 24.144� B.O. 22/10/1992; la � HYPERLINK "http://www.infoleg.gob.ar/scripts1/busquedas/cnsnorma.asp?tipo=Ley&nro=24485" �Ley Nº 24.485� B.O. 18/4/1995;  la � HYPERLINK "http://www.infoleg.gob.ar/scripts1/busquedas/cnsnorma.asp?tipo=Ley&nro=24627" �Ley Nº 24.627� B.O. 18/3/1996;   el � HYPERLINK "http://www.infoleg.gob.ar/scripts1/busquedas/cnsnorma.asp?tipo=Decreto&nro=214%2F2002" �Decreto N° 214/2002� B.O. 4/2/2002;  la � HYPERLINK "http://www.infoleg.gob.ar/scripts1/busquedas/cnsnorma.asp?tipo=Ley&nro=25780" �Ley N° 25.780� B.O. 8/9/2003 y la � HYPERLINK "http://www.infoleg.gob.ar/scripts1/busquedas/cnsnorma.asp?tipo=Ley&nro=25782" �Ley N° 25.782� B.O. 31/10/2003.


El artículo 4 de la ley  dispone que su aplicación está a cargo del Banco Central de la República Argentina(BCRA),  estipulando que la  fiscalización de las entidades financieras queda bajo su órbita; a su vez el art. 41 le confiere al BCRA  facultades sancionatorias  no solo por  infringir la ley sino  también por  transgredir o incumplir las resoluciones dictadas por el BCRA. 











� Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral y de Minería  de Neuquén , Sala I ,  "Molina Cecilia  Rita y  Otro C/ HSBC Argentina  S.A. S/ D. y P .Responsabilidad Contractual Particulares" del 22 de noviembre de 2012.


� El destacado jurista se refiere específicamente al tema en su artículo :”El servicio público y sus variadas expresiones. Actividad bancaria. Servicio fúnebre. Actividad del corsario” publicado en J.A.. 29-1975:728-731, donde  señala que los bancos privados son prestadores de un servicio público impropio  y que el servicio público propio es aquél que es prestado  por el Estado,  ya sea de forma directa a través de sus órganos  centralizados  o bien en forma indirecta por medio de “…una entidad autárquica o de un concesionario.”


� Glasberg, Esther c/BBVA Banco Francés s/ordinário, CNCom., Sala D, 7/08/2007. 





� “Bulbarella Elio c/Bank Boston s/ordinario”,  CNCom., Sala D 16/07/2010, Repertorio de Jurisprudencia 2010 -Mayo/Septiembre, Sumario núm. 1319:163;  Idem. C.Apelaciones CyC. de San Isidro, Sala Segunda, “Carballo Insua Maria del Carmen c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ daños y perjuicios”, 24/04/2014.


� Cámara Nac. Apel. Cont. Adm..Fed, Sala II, “Castro,  Maria y otrs. c/Banco Central de La                                                                República Argentina”,2/08/2012; Idem. CNCont.Adm.Fed. Sala 3,  “Volcoff Miguel Jorge  y ots c/BCRA Resol14/04” (EXPTE.65812/98 SUM. FIN.981).S.C.,V 796, L.XLII.,  14/03/2008”, donde se señala: “[…]la actividad financiera, en tanto servicio público propio del Estado Nacional,…”; Idem. Cámara Cont.Adm.. sala 1, “Oddone, Luis A. y otros”, 25/04/1985, JA 1986-II:240).  


� Del voto del Dr. Etcheverry Raúl Aníbal A., en el punto III, en autos: “Inversor Soc. en  Com. por Accs.(quiebra)c/Banco Continental S.A., CNCom., Sala A. 15/04/1980, La Ley 1980-D:558-565; Idem Trib.Coleg. de Resp. Extracontractual Nº6 de Rosario, “Aused, Enrique c/Banco de la Prov de Sta. Fe”, 08/11/1993 donde se expresa que: “La operatoria bancaria puede ser calificada como actividad individual de interés público, y conlleva a un particular marco de exigencias y responsabilidades.”,  en  Sansó, Miguel Antonio, (2003), . “Tratado de Jurisprudencia de la Provincia de Santa Fe Informatizado”, 2C:639-640, Rosario; Ed.Juris.                                                                                                                        


� Para un detallado análisis de la Directiva puede verse el artículo: “Las Entidades  Financieras y de Crédito eel Marco de la CEE(Análisis del derecho comunitario derivado afectando a bancos y a cajas de ahorros) por Antonio Ortiz Arce en el siguiente vínculo: � HYPERLINK "http://repositori.uji.es/xmlui/bitstream/handle/10234/145145/Entidades_Ortiz_RIE_1981.pdf?sequence=1&isAllowed=y" ��http://repositori.uji.es/xmlui/bitstream/handle/10234/145145/Entidades_Ortiz_RIE_1981.pdf?sequence=1&isAllowed=y�





� El decreto 1606/2001, del 5/12/2001, dispone en su art. 4:” Declárase que los sistemas de pago por medios electrónicos constituyen servicios públicos sujetos a regulación, para asegurar su prestación a precios razonables y el libre acceso de nuevos usuarios y la interconexión de redes, de modo de asegurar la competencia y extensión del servicio, siendo el MINISTERIO DE ECONOMIA la autoridad de aplicación designada al efecto, que podrá dictar las normas adecuadas para ello.”





� El Instituto Internacional para la Unificación del Derecho Privado, también conocido como UNIDROIT, es una organización intergubernamental independiente con sede en Roma y  cuenta con 63 Estados Miembro. En la edición  2010 el art. 1.7 señala:  (Buena fe y lealtad negocial) (1) Las partes deben actuar con buena fe y lealtad negocial en el comercio internacional. (2) Las partes no pueden excluir ni limitar este deber.


� En el mismo sentido art. 7º de la Convención de las Naciones Unidas sobre los contratos de Compra Venta Internacional de Mercaderías (Viena, 10 de marzo- 11 abril de 1980.) � remarca la necesidad de asegurar la observancia de la buena fe en el comercio internacional. Su artículo 7 -1)  expresa:En la interpretación de la presente Convención se tendrán en cuenta su carácter internacional y la necesidad de promover la uniformidad en su aplicación y de asegurar la observancia de la buena fe en el comercio internaciona”.l





 


� El derecho romano estaba basado en tres axiomas que  contenían  los principios aplicables a toda conducta que pudiera ser objeto de materia normativa. Estos tres axiomas eran: vivir honestamente (honeste vivere),  dar a cada uno lo suyo (suum cuique tribuere) y  no dañar al otro (alterum non laedere). 


� CSJN: “Santa Coloma,  Luis Federico y otros c/. Empresa  Ferrocarriles  Argentinos s/ daños y perjuicios”, 05/08/1986. Fallos 308:1160;  L.L. 1987- A: 442;  J.A. 1986-IV:624.


� CSJN:” Gunther, Fernando v. Gobierno Nacional” Fallos 308: 1118; JA, 1987-IV: 653.





� “En el punto “II-a” del artículo, titulado “El derecho a la reparación integral del daño injustamente sufrido como derecho constitucional” , el autor hace un pormenorizado estudio cronológico  de los fallos más importantes de la Corte  Suprema sobre el tema.


� Entre las obligaciones explícitas se encuentran:  la obligación de calidad del servicio, de garantía,  de eficiencia y de buen trato. Y entre las obligaciones implícitas pueden citarse la de satisfacer  los intereses y necesidades de sus clientes y  contar con recursos humanos debidamente capacitados.


� El “Código de prácticas bancarias”  surge a  partir de “[…]una iniciativa elaborada en 2005 por las cuatro Asociaciones de Bancos de nuestro país que fue puesto en vigencia a partir del 1º de septiembre de ese mismo año, con la adhesión voluntaria de las entidades financieras del sistema.”, y constituye “[…]una herramienta de autorregulación destinada a promover las mejores prácticas bancarias en el país y con el fin de contribuir a afianzar los derechos de los usuarios de servicios y productos financieros.” según  lo señala la Asociación de Bancos de la Argentina. El referido código puede hallarse en http://www.aba-argentina.com/derechos-del-usuario/codigo-de-practicas-bancarias/


� CNCom. Sala C,  “Banco Roca Coop.Ldo. c/ Rodríguez Ricardo Antonio, 10/5/1994; misma Sala “Job Servicios Integrales para Empresas S.A. c/ BankBoston S/ ordinario”, 01/10/2004; id. “Sanchez, Mónica Beatriz c/BcoPrivado de Inversiones SA s/ordinario,10/04/2012;    Sala B, "Programa de Salud SA c/Bank of Credit and Commerce SA" - 1/8/1991; id. in re "Maqueira, Néstor y otros c/Banco de Quilmes SA" - 14/8/1997; id. in re "González, Mario Daniel c/Banco Popular Argentino" - 31/10/1997; id. in re "Molinari, Antonio Felipe c/Tarraubella Cía. Financiera SA" - 24/11/1999; id.  in re "Del Giovannino, Luis G. c/ Banco del Buen Ayre",;  01/11/2000; id.  in re "Quimargen SRL c/BankBoston NA Sucursal Argentina s/ordinario" - 21/11/2006;  Sala A,  in re "Jinkus, Juan c/ Citibank N.A.", 15/06/2004; Sala D “Banco Extrader S.A. v. Agentra Inversora”, 31/07/2012; Sala D, “Fegomat S.R.L. c/ Citibank N.A. s/ sumario”,  1605/2008; Banco Extrader S.A. v. Agentra Inversora”, 31/07/2012; “Itete Instalaciones y Tendidos Telefónicos”,  23/02/2016; San Isidro - Sala I, "Gui, Julio c/Banco Nueva Era" - 10/12/1991 - DJ - 1993 - T. I - pág. 345 con nota de Félix Trigo Represas; 


� “Reiteradamente se ha destacado el carácter profesional de la responsabilidad bancaria…por tratarse el banco de un colector de fondos públicos y el interés general exige que los servicios que presta funcionen responsable y adecuadamente, pues los consumidores descuentan su profesionalidad…” CNCom., sala C,  Vaiser, Lidia c/HSBC Bank Argentina SA s/ordinário, 13/05/2008.








� El codificador  no incluyó el tema en el Código Civil aunque las fuentes  de las que abrevó si  poseían disposiciones expresas al respecto; el Código Civil Francés trataba la cuestión en los arts. 1156 a 1164 y el Esboco de Freitas se refería a la buena fe en el art. 1954.


� Art. 1198 .- “Los contratos deben celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe y de acuerdo con lo que verosímilmente las partes entendieron o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión. …”








� Art. 9ºCCC.- “Principio de buena fe. Los derechos deben ser ejercidos de buena fe.”








� Art. 1723. “Responsabilidad objetiva. Cuando de las circunstancias de la obligación, o de lo convenido por las partes, surge que el deudor debe obtener un resultado determinado, su responsabilidad es objetiva”.


�CNCom, Sala C, 24/05/2016,  “Haberle Mónica Cristina c/ Banco Ciudad de Buenos Aires s/ ordinario”:  “[…]el banco se convierte en deudor convencional de la custodia del dinero ingresado por su cliente en la caja de ahorros, lo cual le impone el cumplimiento de una obligación de resultado -cual es la de devolver los fondos al usuario- que pesa sobre él en términos tales que han llevado a este Tribunal a sostener que “.la exigencia en juicio de esa prestación convencional no necesita de la imputación de culpa respecto del demandado, sino que basta con dar evidencia.de la relación convencional continente del débito demandado”. Juzgado de Primera Instancia Civ y Com de Santa Fe, 2da nom., 03/08/2016, “Frigorificas Recreo c/ Banco Macro SA s/ demanda ordinario”: “ Así “en el contrato de caja de seguridad la obligación de vigilancia a cargo del banco forma el centro, el alma, la naturaleza del mismo y, por ello, su transgresión equivale a un completo incumplimiento del contrato[…]Asumiendo el banco una obligación de resultado, cuando los valores introducidos en la caja de seguridad sean dañados o destruídos, no puede liberarse probando haber empleado la diligencia de un buen padre de familia, de un buen banquero, ni muy vigilante ni muy escrupuloso[…]El incumplimiento genera una responsabilidad objetiva, es irrelevante que el banco pretenda acreditar que obró sin culpa, desde que no es tal la conducta que califica el reproche, sino la ausencia del resultado previsto . La calidad de banquero del demandado es un antecedente jurídico necesario que lo somete a la doctrina del riesgo profesional”.








� Art. 1724 “Factores subjetivos. Son factores subjetivos de atribución la culpa y el dolo. La culpa consiste en la omisión de la diligencia debida según la naturaleza de la obligación y las circunstancias de las personas, el tiempo y el lugar. Comprende la imprudencia, la negligencia y la impericia en el arte o profesión. El dolo se configura por la producción de un daño de manera intencional o con manifiesta indiferencia por los intereses ajenos.”


� La doble exigencia del Código de Velez para la configuración del dolo (elemento congnoscitivo: “a sabiendas” + elemento volitivo: “intención de dañar” ha sido reducida en el nuevo Código que incluye al dolo eventual al referirse a la “manifiesta indiferencia por los intereses ajenos.” Alterini (2015)al referirse al tema señala que en la actualidad solo se requiere la intención y alcanza solo con el desprecio intencional hacia los intereses de otros y lo ejemplifica apuntando:”aun cuando puedo no pago”.


� Art. 1725 “Valoración de la conducta. Cuanto mayor sea el deber de obrar con prudencia y pleno conocimiento de las cosas, mayor es la diligencia exigible al agente y la valoración de la previsibilidad de las consecuencias. Cuando existe una confianza especial, se debe tener en cuenta la naturaleza del acto y las condiciones particulares de las partes. Para valorar la conducta no se toma en cuenta la condición especial, o la facultad intelectual de una persona determinada, a no ser en los contratos que suponen una confianza especial entre las partes. En estos casos, se estima el grado de responsabilidad, por la condición especial del agente.”


� CNCom., Sala D, 23/02/2016, “Itete Instalaciones y Tendidos Telefónicos S.A. c/ Banco Comafi S.A. y otro s/ ordinario”:  […]la diligencia esperable de una entidad financiera es la de un profesional experto en su actividad, […], debiéndose apreciar su conducta no con los parámetros propios de un neófito, sino que debe ajustarse a un standard de responsabilidad agravada, ya que su condición la responsabiliza de una manera especial y le exige una organización acorde con su objeto social, para poder desarrollar idóneamente su finalidad negocial”. Juzgado de Primera Instancia Civ y Com de Santa Fe, 2da nom., 03/08/2016, “Industrias Frigorificas Recreo c/ Banco Macro SA s/ demanda ordinario”:”Para apreciar la responsabilidad, sirve como parámetro judicial su carácter profesional […]la ecuación confianza-asunción del riesgo se traduce en una acción profesional de tutela:la oferta profesional de un servicio debe ser satisfecha de acuerdo a la expectativa que genera”.











